
Árbol de problemas 

Problema central

C
au

sa

s

nsuficiente

Bajo nivel de corresponsabilidad e 

integridad empresarial

Débil involucramiento social en el 

control de la corrupción

El sector empresarial ha 

normalizado e 

implementado procesos 

que promueven la 

corrupcón

Insuficiente adopción de 

instrumentos que regulen 

su comportamiento

Mecanismos ineficaces de 

participación activa, vigilancia y 

rendición de cuentas

Altos niveles de corrupción en el estado de Quintana Roo y sus 

municipios

Elevados costos para el acceso a bienes y servicios: mayor impacto 

en sectores en situación de vulnerabilidad
Desconfianza en  el sistema de instituciones estatal y 

municipales

La participación 

no es vinculante 

a la toma de 

decisiones en los 

asuntos públicos

La participación 

activa no es 

prioridad en la 

agenda y procesos 

gubernamnetales. 

participación.

Insuficiente adopción de 

estándares de integridad 

empresarial

Inexistencia de los procesos educativos 

formales para la prevención de la 

corrupción

Aprobación de actitudes 

que se contraponen con 

los principios 

democráticos y de 

derechos humanos

Inexistencia de contenidos 

educativos que fomenten 

el combate a la corrupción 

en la currículas de todos 

los niveles educativos

Discrecionalidad y abuso de poder

Discrecionalidad y opacidad en procesos 

de gestión del ciclo presupuestario

Debil adopción del modelo 

de gestión basado en 

resultados en el ciclo 

presupuestario

Debilidad en procesos de 

transparencia presupuestaria y 

rendición de cuentas con 

limitada participación 

ciudadana en el ciclo 

presupuestario

Débilidad en procesos de 

armonización contable

Débil cultura de la 

evaluación de resultados

Inefectividad de los esquemas de 

auditoría y fiscalización

Las auditorías no tienden

a centrarse en áreas  del 

gasto público con mayor 

riesgo de corrupción

Carencias de mecanismos 

de coordinación: Sistema 

Estatal de Fiscalización 

Carencias en la homologación 

y simplificación de normas, 

procesos y métodos de 

control interno, auditoría y 

fiscalización.

Insuficiente profesionalización e 

integridad  del servicio público

Normalización de las 

actuaciones que 

promueven/fomentan la 

corrupción.

Resistencias 

institucionales para la 

adopción del SPC

Incipientes procesos de 

institucionalización del SPC de 

acuerdo a las necesidades de 

los tres poderes del estado y 

municipios

Altos niveles de ilegalidad e 

impunidad

Inefectividad de los procesos para 

prevenir, detectar, investigar y 

sancionar faltas administrativas y 

hechos de ccorrupción

Debidad en las capacidades de las 

instituciones para prevenir, detectar, 

investigar y sancionar faltas administrativas y 

hechos de ccorrupción

Opacidad en los procesos 

administrativos y de procuración 

e impartición de justicia ligados a 

faltas administrativas y hechos 

de corrupción

Fallidos sistemas de 

denuncia: no generan 

confianza, claridad ni 

seguridad 

Insuficiente personal en 

áreas claves, establecidas 

en la ley (cantidad y 

profesionalización)

Carencia de programas estratégicos y bases 

de coordinación entre instancias encargadas 

de prevenir, detectar, atender y sancionar 

faltas administrativas y entre las encargadas 

de la procuración e impartición de justicia en 

materia de delitos de corrupción. 

s 

Vulneración del Estado de Derecho

Débil desempeño de las políticas públicas: no se logran los 

resultados esperados

FECC depende de la Fiscalía 

General en estructura 

orgánica, administración y 

operación de recursos. 

Ineficacia en los procesos de 

gestión

documental, política de archivos, 

armonización contable, disciplina 

financiera y austeridad.

Discrecionalidad en puntos de 

contacto gobierno - sociedad

La regulación existente para contrataciones 

públicas no promueve la apertura, es 

ambigua y fomenta la discrecionalidad

Las interacciones entre ciudadanía,  

sector privado y gobierno (trámites, 

trámites, acceso a programas sociales 

y servicios públicos ) presentan áreas 

de riesgo que propician la corrupción

Procesos de adquisiciones y 

obras públicas que abren 

espacios a la  

discrecionalidad, opacidad y 

sin apertura de datos

Dificultades y opacidad en 

la realización de trámites 

(empresariales y 

ciudadanos), acceso a 

servicios y programas 

sociales.

Débiles procesos en la 

integración de la política social, 

carencia de catálogos de 

programas sociales y de un 

padrón universal de 

derechohabientes

Freno a la inversión y desarrollo 

Ineficiencia en el flujo de 

información entre las 

áreas encargadas de 

trámites, acceso a servicios 

públicos y programas 

sociales. 

Carencia en los sistemas de 

comunicación 

interinstitucionales y acceso 

homologado a la información 

relevante

No hay proccesos de 

inteligencia enfocados en 

la prevención de la 

corrupción

Deficiente regulación

en materia de cabildeo y 

conflictos de interés.

Insuficientes mecanismos 

de vilgilancia y control 

ciudadano en el ciclo de 

contrataciones públicas.

La ciudadanía 

desconoce y 

deconfía de los 

canales y 

mecanismos de 

participación 

ciudadana.

Inexistencia de líneas y 

cuerpos de invetigación 

para prevenir y controlar la 

corrupción. 

Retricción en el ejercicio efectivo de los Derechos 

Humanos


